INFORME DE LA COMISION DE AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL Y MARITIMO SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS ESPECIALES PARA LA ENAJENACION DE LOS BIENES COMUNES PROVENIENTES DE LA REFORMA AGRARIA.
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BOLETIN Nº 978-01

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL Y MARÍTIMO pasa a informaros sobre el proyecto de ley, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que establece normas especiales para la enajenación de los bienes comunes provenientes de la Reforma Agraria.


Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Ministro de Agricultura don, Juan Agustín Figueroa Yávar, del Subsecretario subrogante, don Iván Nazif y de los asesores legislativos de esa Secretaría de Estado señores Francisco Zuñiga y Mario Bravo.


Asistieron, además, durante la discusión del proyecto los Diputados señores García, don René Manuel; Hurtado, don José María, y Peña, don José.

ANTECEDENTES GENERALES.


La ley N° 16.640, publicada en el Diario Oficial de 28 de julio de 1967, que establece normas sobre la reforma agraria, en su titulo preliminar, artículo 1°, establece las siguientes definiciones para los efectos de ella y que dicen relación con la materia del presente proyecto de ley:


Propiedad Comunitaria: aquella que pertenece en común a todos los que la trabajan personalmente, o a una cooperativa formada por éstos, constituyendo una comunidad humana y económica. Cada miembro contribuye con su esfuerzo personal al trabajo común y participa del producto que se obtenga en función de la naturaleza y aporte del trabajo que realice.


Cooperativa de asignatarios: aquella cooperativa de reforma agraria que está constituida por los beneficiarios de la reforma agraria que sean asignatarios en propiedad exclusiva y/o en copropiedad.


Cooperativa asignataria de tierras: aquella cooperativa de reforma agraria a la que se le asignan tierras en propiedad sin individualizar en el terreno los derechos de sus miembros cooperados, y


Cooperativa mixta: aquella cooperativa de reforma agraria a la que se le asignan tierras en propiedad y cuyos socios son, además, asignatarios individuales y/o en copropiedad.


La misma ley de reforma agraria en su título IV, capítulo I, artículo 63º se refiere al destino y distribución de las tierras adquiridas por la Corporación de la Reforma Agraria, de la siguiente forma:


Las tierras adquiridas por la Corporación de la Reforma Agraria se constituirán en unidades agrícolas familiares en conformidad a la letra h) del artículo 1° (define, para los efectos de esa ley, la unidad agrícola familiar como “la superficie de tierras que, dada la calidad del suelo, ubicación, topografía, clima, posibilidades de explotación y otras características, en particular la capacidad de uso de los terrenos, y siendo explotada personalmente por el productor, permite al grupo familiar vivir y prosperar merced a su racional aprovechamiento.


Para la determinación de la superficie de la unidad agrícola familiar, en el caso de las asignaciones mixtas, se considerarán los ingresos adicionales que se puedan obtener a título de copropietario de terrenos asignados en copropiedad y de socio de una cooperativa asignataria.“) y serán asignadas a campesinos, en dominio individual.


Sin embargo, cuando a juicio del Consejo de la Corporación de la Reforma Agraria, no fuera posible este tipo de asignación por razones de orden técnico, debido a la naturaleza de la explotación, como puede suceder con los terrenos de aptitud forestal, con los terrenos que por sus condiciones naturales no sean susceptibles de dividirse sin deterioro del suelo o de sus posibilidades de manejo económico, las tierras podrán asignarse en dominio exclusivo a cooperativas campesinas o de reforma agraria o en copropiedad a, campesinos o a cooperativas campesinas o de reforma agraria.  Las tierras podrán también ser asignadas de esta manera cuando se trate de campesinos miembros de las comunidades a que se refiere el artículo 161º (las regidas por el decreto con fuerza de ley R.R.A. 19, de 1963, las regidas por la ley 14.511, las constituidas según decreto ley 153, de 1932) ó de tierras indirectamente productivas que estén ocupadas o destinadas a construcción de caminos, bodegas, silos, establos, tranques, embalses u otras obras de riego o drenaje, de industrias o de otras instalaciones de servicios generales.  También el Consejo podrá asignar las tierras en cualquiera de las formas señaladas en este inciso, cuando los campesinos seleccionados para ser asignatarios así lo soliciten de común acuerdo.


Las tierras adquiridas por la Corporación de la Reforma Agraria podrán también destinarse, según corresponda:


a) A ser transferidas de conformidad con los artículos 17°, 18° ó 63° de la presente ley (se refieren al derecho preferente del comunero que explota personal o efectivamente las tierras; al derecho preferente del arrendatario, y al derecho de reserva del propietario de un predio expropiado, que no pudiere hacérsele efectivo en el mismo predio);


b) A ser transferidas al Fisco para integrar el Patrimonio Forestal del Estado, cuando se trate de bosques;


c) A ser transferidas al Fisco, a Instituciones o Empresas del Estado o a otras personas jurídicas que no persigan fines de lucro, para el cumplimiento de sus objetivos propios en relación con los planes de desarrollo agrícola y de reforma agraria o para la realización de planes de viviendas, desarrollo urbano y equipamiento comunitario, o para destinarlas a estaciones experimentales, centros de producción de capacitación campesina de docencia agropecuaria o forestal o a centros de deportes o de turismo popular.  La Corporación de la Reforma Agraria en las expropiaciones de predios rústicos que realice deberá destinar los terrenos necesarios para la construcción de locales escolares y de docencia agropecuaria como asimismo los relativos a viviendas del profesorado de esos establecimientos educacionales.  Esta obligación deberá cumplirse cuando la población escolar de las familias campesinas asignatarias de la tierra sea superior a treinta alumnos y siempre que no haya otra escuela en el lugar o no se hayan destinado los terrenos requeridos para este objeto;


d) A ser transferidas para la construcción de viviendas, con el objeto de formar aldeas campesinas;


e) A ser transferidas, en las condiciones que determine el Consejo de la Corporación de la Reforma Agraria, cuando se trate de terrenos inaptos para el cumplimiento de los fines de la Corporación;


f) A ser asignadas a federaciones, uniones y confederaciones de cooperativas campesinas o de reforma agraria, y


g) A ser transferidas al Fisco para el establecimiento de colonias agrícolas de rehabilitación penal.


Esta fue la forma de la asignación de la tierra que estableció la ley de la Reforma Agraria, originándose los bienes comunes, materia de este proyecto de ley, los que en un alto porcentaje, no cumplen con los objetivos para los cuales fueron asignados, constituyendo actualmente lugares abandonados o destinados a otros fines.  La regularización de esta situación de tenencia resulta prácticamente imposible de acuerdo con la actual legislación, ya que esta exige que la venta o enajenación de los mismos se haga por la unanimidad de los comuneros.


Ha contribuido a agravar esta situación, el hecho que con el transcurso del tiempo, el número de comuneros se ha incrementado, ya sea por la subdivisión de las parcelas originales o por la formación de comunidades hereditarias.

Código de Procedimiento Civil -Libro IV- De los actos judiciales no contenciosos.


“Artículo N° 817.-  Son actos judiciales no contenciosos aquellos que según la ley requieren la intervención del juez y en que no se promueve contienda alguna entre partes.


Artículo N° 818.-  Aunque los tribunales hayan de proceder en algunos de estos actos con conocimiento de causa, no es necesario que se les suministre este conocimiento con las solemnidades ordinarias de las pruebas judiciales.


Así, pueden acreditarse los hechos pertinentes por medio de informaciones sumarias.


Se entiende por información sumaria la prueba de cualquiera especie, rendida sin notificación ni intervención de contradictor y sin previo señalamiento de término probatorio.


Artículo N° 819.- Los tribunales en estos negocios apreciarán prudencialmente el mérito de las justificaciones y pruebas de cualquiera clase que se produzcan.


Artículo N° 820.-  Asimismo decretarán de oficio las diligencias informativas que estimen convenientes.


Artículo N° 821.-  Pueden los tribunales, variando las circunstancias, y a solicitud del interesado, revocar o modificar las resoluciones negativas que hayan dictado, sin sujeción a los términos y formas establecidos para los asuntos contenciosos.


Podrán también en igual caso revocar o modificar las resoluciones afirmativas, con tal que esté aún pendiente su ejecución.


Artículo N° 822.-  Contra las resoluciones dictadas podrán entablarse los recursos de apelación y de casación, según las reglas generales.  Los trámites de la apelación serán los establecidos para los incidentes.


Artículo N° 823.-  Si a la solicitud presentada se hace oposición por legítimo contradictor, se hará contencioso el negocio y se sujetará a los trámites del juicio que corresponda.


Si la oposición se hace por quien no tiene derecho, el tribunal, desestimándola de plano, dictará resolución sobre el negocio principal. .


Artículo N° 824.-   En los negocios no contenciosos que no tengan señalada una tramitación especial en el presente Código, procederá el tribunal de plano, si la ley no le ordena obrar con conocimiento de causa.


Si la ley exige este conocimiento, y los antecedentes acompañados no los suministran, mandará rendir previamente información sumaria acerca de los hechos que legitimen la petición, y oirá después al ministerio público o al respectivo defensor público, según corresponda.


Artículo N° 826.-  Las sentencias definitivas en los negocios no contenciosos expresarán el nombre, profesión u oficio y domicilio de los solicitantes, las peticiones deducidas y la resolución del tribunal.  Cuando éste deba proceder con conocimiento de causa, se establecerán además las razones que motiven la resolución.


Estas sentencias, como las que se expiden en las causas entre partes, se copiarán en el libro respectivo que llevará el secretario del tribunal.


Artículo N° 827.-  En los asuntos no contenciosos no se tomará en consideración el fuero personal de los interesados para establecer la competencia del tribunal.”

Código Tributario.


“Artículo 192.-  El Servicio de Tesorerías podrá otorgar facilidades hasta de un año, en cuotas periódicas, para el pago de los impuestos adeudados, a aquellos contribuyentes que acrediten su imposibilidad de cancelarlos al contado.


No podrán celebrarse convenios para el pago de sumas adeudadas por concepto de impuestos que, según las disposiciones tributarias, están sujetos a retención o recargo.


No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, el Presidente de la República podrá ampliar el mencionado plazo para el pago de los impuestos atrasados de cualquiera naturaleza, en regiones o zonas determinadas, cuando a consecuencia de sismos, inundaciones, sequías prolongadas u otras circunstancias, se haya producido en dicha zona o región, una paralización o disminución notoria de la actividad económica.  Se entenderán cumplidos estos requisitos, sin necesidad de declaración previa, en todas aquellas regiones o zonas en que el Presidente de la República disponga que se le apliquen las disposiciones del Título I de la Ley N° 16.282.


La celebración de un convenio para el pago de los impuestos atrasados, implicará la inmediata suspensión de los procedimientos de apremio respecto del. contribuyente que lo haya suscrito.  Esta suspensión operará mientras el deudor se encuentre cumpliendo y mantenga vigente su convenio de pago.


En todo caso, el contribuyente acogido a facilidades de pago, no podrá invocar contra el Fisco el abandono de la instancia, respecto de los tributos o créditos incluidos en los respectivos convenios.


Las formalidades a que deberán someterse los mencionados convenios, serán establecidas mediante instrucciones internas dictadas por el Tesorero General, el que estará facultado para decidir las circunstancias y condiciones en que se exigirá de los deudores la aceptación de letras de cambio a fin de facilitar e1 pago de las cuotas convenidas, como igualmente, para remitirlas en cobranza al Banco del Estado de Chile.  Dicha Institución podrá percibir por la cobranza de estas letras la comisión mínima establecida para esta clase de operaciones.”

I.  IDEAS MATRICES.


El presente proyecto tiene por objeto contribuir a resolver los múltiples problemas sociales que la situación de tenencia de la tierra, en el proceso de Reforma Agraria, ha generado respecto de aquellos bienes entregados en propiedad comunitaria, mediante el establecimiento de normas especiales para la enajenación de dichos bienes comunes.

FUNDAMENTOS.


En sesión 36°, de fecha 18 de diciembre de 1991, la Honorable Cámara de Diputados aprobó, poi: unanimidad, un proyecto de Acuerdo de las Diputadas señoras Caraball, Maluenda y Muñoz y de los Diputados señores Acuña, Aguiló, Cerda, Chadwick, Devaud, Galilea, Hamuy, Latorre, Letelier, Longueira, Melero, Naranjo, Rivera, Sota y Tohá, mediante el cual propusieron el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Se oficie a los señores Ministros de Agricultura y de Bienes Nacionales para que se tomen las medidas administrativas y legislativas que correspondan, con el propósito de enajenar aquellos bienes comunes que, como resultado de la Reforma Agraria, fueron entregados en forma de propiedad comunitaria, con el objeto de cumplir una función social o productiva, y que actualmente no cumplen dicho fin, y para que éstos puedan ser ofrecidos a clubes deportivos, comités de allegados, juntas de vecinos o para actividades productivas en general.”


En los considerandos de este proyecto de acuerdo se señalan las razones que sus autores destacan como relevantes y que son las siguientes:

1st. Que durante el proceso de Reforma Agraria se asignaron tierras a los campesinos, tanto en forma de parcelas individuales como de propiedad comunitaria;

2nd. Que la realidad ha demostrado que las tierras asignadas como propiedad comunitaria han quedado abandonadas, debido a que para realizar cualquier trabajo o construir una obra en dichos terrenos es necesario el acuerdo de todos los comuneros.

3rd. Que en la mayoría de estos terrenos comunitarios abandonados se han instalado, de hecho, allegados formándose así espontáneamente villorrios rurales.  De igual forma han sido ocupados por clubes deportivos, transformándolos en canchas donde realizan sus actividades recreativas;

4th. Que dichos terrenos, si no están ocupados por allegados o clubes deportivos, se encuentran abandonados, no cumpliendo los fines sociales o productivos para los cuales fueron entregados a la comunidad;

5th. Que en numerosas ocasiones los allegados y los clubes deportivos han conversado con la comunidad, con el fin de que dichos terrenos les sean traspasados o vendidos, situación que no se ha concretado, por la imposibilidad de poner de acuerdo a todos los propietarios comunitarios;

6th. Que los allegados que ocupan estas tierras comunitarias para poder postular al subsidio rural, necesitan poseer un terreno el cual no poseen, ya que, por ser estas tierras comunitarias no se les pueden adjudicar en propiedad.  De igual manera los clubes deportivos rurales, para poder acogerse a los beneficios otorgados por la Digider, necesitan demostrar que son propietarios;

7th. Que una forma de que dichos terrenos recuperen su finalidad social o productiva, es que éstos puedan ser enajenados sin el necesario acuerdo de todos los comuneros, sino por la mayoría de sus integrantes.


El Poder Ejecutivo hizo suya la idea de proponer una iniciativa mediante el presente mensaje que se contiene en un proyecto de ley que “establece normas especiales para la enajenación de los bienes comunes provenientes de la Reforma Agraria”.


El Mensaje de S.E. el Presidente de la República señala que, tal como se manifiesta en los considerandos de este proyecto de Acuerdo, los bienes comunes provenientes de la Reforma Agraria, en un alto porcentaje, no cumplen con los objetivos para los cuales fueron asignados, constituyendo actualmente lugares abandonados o destinados a otros fines.  La regularización de esta situación de tenencia resulta prácticamente imposible de acuerdo con la actual legislación, ya que esta exige que la venta o enajenación de los mismos se haga por la unanimidad de los comuneros.


Ha contribuído a agravar esta situación el hecho que con el transcurso del tiempo, el número de comuneros se ha incrementado considerablemente, ya sea por la subdivisión de las parcelas originales o por la formación de comunidades hereditarias.


Atendidas las características especiales de este tipo de comunidades y fundamentalmente, al escaso valor económico que, normalmente, tienen los derechos de cada comunero, dado el alto número de éstos, por una parte, y, por la otra, que la asistencia al comparendo puede representar un costo equivalente o superior al valor de sus derechos (transporte, tiempo no trabajado, obtención de títulos o regularización de los mismos, etc.) resulta razonable presumir que quienes estén de acuerdo con la enajenación propuesta, opten por no asistir al comparendo.


Esta circunstancia resulta más evidente aún en las enajenaciones a título gratuito, en las cuales si bien el comunero puede estar dispuesto a donar sus derechos, no lo va a estar para efectuar un gasto adicional a fin de que tal donación se materialice.


Se hacen aplicables las normas especiales que, para este tipo de procedimiento establece el Libro IV del Código de Procedimiento Civil, con las adecuaciones que en la misma norma se expresan, y que tienen por objeto simplificar la apreciación judicial de la prueba.


Se exime a las donaciones de bienes comunes del trámite de la insinuación y de los impuestos que graven tal acto.


Se establecen normas para la representación de los comuneros incapaces y la responsabilidad del Juez que conoce de la enajenación.


Se excluye de la aplicación de este procedimiento especial de enajenación, a los bienes comunes que constituyan caminos, tranques y pozos, debido a la gran importancia que tiene estos bienes para los comuneros usuarios de los mismos.  Por excepción, se admite la donación de caminos al Fisco para afectarlos al uso público y la enajenación de terrenos asignados para la construcción de tranques, cuando la obra, en definitiva, no se construyó o se encontrare deteriorada y en desuso por un período de más de cinco años, circunstancias que se acreditarán mediante un certificado del Servicio Agrícola y Ganadero.


Se establece que los bienes que se adquieran de acuerdo a este procedimiento especial se reputarán con título saneado, a fin de salvaguardar a los adquirentes de estos bienes frente a cualquier acción que tienda a impugnar su título.


Finalmente, el proyecto plantea extender una atribución del Tesorero General para las obligaciones tributarias, a obligaciones fiscales, como las derivadas de las deudas ex-CORA.  Efectivamente, conforme a lo dispuesto en el artículo 192 del Código Tributario, el Tesorero General de la República está facultado para otorgar facilidades de pago a los contribuyentes morosos en el pago de impuestos, excluidos aquellos que según las leyes estén sujetos a retención o recargo.


Por la naturaleza de la norma señalada, ella no es aplicable a los créditos fiscales que tienen origen en disposiciones ajenas a la legislación tributaria, como es el caso de los que provienen de la cartera de deudores ex CORA-ODENA.  Estos créditos tienen su origen en los saldos de precio de los predios asignados, vendidos o adjudicados por los diferentes organismos del agro (CORA-ODENA-SAG) dentro del marco del proceso de reforma agraria.


Con motivo de lo anterior, cada vez que se ha estimado necesario otorgar algún tipo de facilidades de pago a esta clase de deudores, se ha propiciado un proyecto de ley especial con este fin, que han consagrado sistemas sujetos a plazos perentorios, los que una vez agotados, dejan al Fisco en la imposibilidad legal de conceder tratamientos especiales.


Lo expresado hace aconsejable contar con una norma de carácter permanente que autorice al Tesorero General para determinar un sistema de facilidades de pago para las deudas morosas ex-CORA.


Señala, además, el Mensaje que la disposición que se propone es, en esencia, idéntica a la contenida en el artículo 192 del Código Tributario.  Contempla los siguientes aspectos:


a)  Se trata de una facultad del Tesorero General, de modo que puede calificar las circunstancias que justifiquen su otorgamiento.


b)  Los deudores que pueden acceder a las facilidades de pago, deben estar en mora en el cumplimiento de sus obligaciones y notificados conforme al procedimiento de cobranza establecido en el Título V del Código Tributario.


c )  La norma propuesta tiene el carácter de permanente y no distingue las diferentes categorías de deudores que contiene la Cartera, de modo que cualquiera de ellos, eventualmente, puede tener acceso a las facilidades de pago.


d) Este sistema implica suscribir un Convenio de Pago.  Dicha suscripción conlleva las siguientes consecuencias:


- Suspende respecto del deudor los procedimientos de apremio mientras lo mantenga vigente.


-  El deudor acogido a Convenio de pago no puede invocar contra el Fisco el abandono del procedimiento.


-  La suscripción del Convenio no constituye novación de la obligación original.


e) Las formalidades del Convenio las determina internamente el Tesorero General de la República y conforme a ellas, podrá delegar el ejercicio de la facultad a los Directores Regionales Tesoreros y a los Tesoreros Provinciales para suscribirlos en sus respectivas jurisdicciones.  Esta delegación tiene por objeto dar más agilidad al sistema y, además, guarda armonía con otros conceptos o principios como la descentralización Y la desconcentración de la Administración del Estado, principios orientados al logro de una mayor eficiencia y eficacia administrativa.


f)  Finalmente, las deudas sujetas a convenio siguen devengando todos los intereses y reajustes que respecto de ellas establece la legislación vigente.

COMENTARIO SOBRE EL ARTICULADO DEL PROYECTO.


La iniciativa en estudio consta de ocho artículos permanentes, los que, en síntesis, se comentan a continuación.


El artículo 1° crea un procedimiento especial, sin perjuicio de las normas generales sobre liquidación de comunidades, para la enajenación de los bienes comunes comprendidos dentro de la asignación individual de predios provenientes de la reforma agraria.


La letra a) de este artículo, dispone que, a lo menos, dos titulares de derecho sobre un bien común que representen el 20% o más del total de los mismos, podrán recurrir ante el juez de letras, para solicitar se cite al resto de los comuneros a un comparendo para obtener un pronunciamiento sobre la enajenación del mismo.


Esta solicitud debe señalar si la enajenación es a título gratuito u oneroso.  Si fuere a título oneroso, deberá señalarse el nombre del oferente, precio, forma de pago y demás condiciones de la enajenación.


Si fuere a título gratuito, sólo podrá proponerse con fines de beneficio social o para resolver problemas de la comunidad donde se encuentre el inmueble y sólo podrán ser donatarios el Fisco, las Municipalidades, Iglesias, Organizaciones comunitarias constituídas conforme a la ley y entidades sin fines de lucro.


A la solicitud deberá adjuntarse un certificado del SAG que acredite la existencia del bien común, la nómina de los asignatarios originales de derechos sobre el bien y sus porcentajes, así como la inscripción de dominio en favor de cada cual, si fuere posible.


La proposición, o proposiciones sobre un mismo bien común, deberán incluirse en la citación.


La letra b) dispone que el juez citará a un comparendo “innominadamente" a los actuales propietarios de las parcelas que señale el SAG, con referencia a los propietarios originales, a través de una notificación mediante cédula que el juez podrá disponer se practique por funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario.


Cuando la enajenación fuere a título oneroso, la citación al comparendo deberá ser efectuada por el juez, en dos oportunidades, mediando un plazo entre ambas de a lo menos diez días hábiles.  En la primera citación el comparendo se constituirá con comuneros que representen más del 50% de los derechos en el bien común y en la segunda, con los asistentes.


La letra c) establece que los comuneros que asistan al comparendo que no sean asignatarios originales, deberán acreditar sus derechos en la comunidad.  El quórum para acordar la enajenación será el número de comuneros que represente, a lo menos, el 51% de los derechos de la comunidad.


Se presumirá de derecho la conformidad con la enajenación propuesta de parte de aquellos comuneros notificados que no asistan, entendiéndose presentes para los efectos del quórum.


La letra d) dispone que, acordada la enajenación, se levantará un acta en la que se señalarán el acuerdo adoptado y las condiciones de la misma, con la firma del juez y los comuneros que concurran o el comunero que elijan los concurrentes en su representación.


El juez suscribirá la escritura pública de enajenación en representación de la totalidad de los comuneros que asistieron al comparendo y de los ausentes, individualizando, además, el número de la parcela con la que se asignó los derechos en el bien común e insertando la transcripción del acta.


La letra e) dispone que, si la enajenación fuere a título oneroso, el juez percibirá el precio y, lo distribuirá entre los comuneros a prorrata de sus derechos.


Para el retiro de su respectiva cuota, el comunero que no hubiere concurrido al comparendo deberá acreditar su derecho que corresponde o se derive de un asignatario original.


Se fija un plazo de un año, contado de la fecha de enajenación para que los comuneros puedan solicitar el retiro de sus valores, transcurrido el cual el juez dispondrá el ingreso de los remanentes a arcas fiscales.


La letra f) establece que en caso de ser decidida la enajenación a título gratuito con la oposición de algunos comuneros, el juez debe solicitar la tasación del bien por peritos y en base a su informe, deberá valorar los derechos de los comuneros que se opongan a la donación.


En tal caso y previo a la enajenación se deberá depositar el valor de los derechos de los oponentes, dentro de los sesenta días siguientes, en la cuenta corriente del Tribunal, vencido el cual si éste no se hubiere efectuado quedará sin efecto el acuerdo de enajenación a título gratuito.


El juez suscribirá la correspondiente escritura de enajenación, una vez efectuada la consignación del valor total de los derechos de los oponentes, de acuerdo a lo señalado en la letra d)


El artículo 2° señala que el procedimiento que se establece es de carácter no contencioso, y las cuestiones que se susciten serán resueltas por el tribunal en única instancia.


El artículo 3° preceptúa que la enajenación a titulo gratuito de bienes comunes que se efectúen, estarán exentas del tramite de insinuación y de los impuestos que graven tales actos.


El artículo 4° establece normas especiales para la representación de los incapaces que tengan interés sobre los bienes comunes, señalando que actuarán por intermedio de sus respectivos representantes legales, sin que sea necesario obtener autorización judicial o de cualquier otro trámite habilitante.


Si un incapaz no tuviere representante legal, su representación la asumirá de pleno derecho, el juez que conoce de la enajenación.


El artículo 5° exceptúa de la obligación de rendir caución y de rendir cuenta, al juez que conozca de la enajenación, en su carácter de representante de los comuneros, con excepción de actos dolosos que se deriven de su gestión.


El artículo 6° excepciona de la aplicación de estas normas a los bienes comunes que constituyan caminos, tranques y pozos, los que quedan sujetos a las reglas generales.  No obstante se faculta la donación de caminos al FISCO, con el sólo objeto de que éste los afecte al uso público; y la enajenación de aquellos terrenos asignados para tranques y que no fueron construidos o hubieren caído en desuso, por deterioro o por un período de más de cinco años; circunstancias que deberán ser acreditadas por el Servicio Agrícola y Ganadero.


El artículo 7° dispone que los bienes inmuebles adquiridos conforme esta ley, se repuntarán con título saneado, sin que pueda ser impugnado por ninguna causa.


El artículo 8° faculta al Tesorero General de la República para celebrar convenios de pago con los deudores de cuotas anuales de créditos fiscales, derivados de la cartera deudora ex Cora-Odena, hasta por un año, siempre que aquellas se encuentren morosas y, se hubiere notificado el correspondiente mandamiento de ejecución y embargo.


La celebración del convenio de pago de estas deudas morosas producirá la suspensión de los procedimientos de apremio respecto del deudor, mientras se encuentre cumpliendo y mantenga su convenio de pago.


La suscripción del convenio no significará novación de la deuda y, no dará derecho a invocar contra el Fisco el abandono de procedimiento respecto de la o las cuotas incluidas en los respectivos convenios.


El Tesorero General de la República establecerá las formalidades a las que deberán someterse los mencionados convenios y podrá facultar a los Directores Regionales Tesoreros y a los Tesoreros Provinciales para celebrarlos en sus respectivas jurisdicciones.

II. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARACTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


En conformidad con lo establecido en el N° 2, del artículo 286 del Reglamento Interno de la Cámara de Diputados, corresponde a la Comisión determinar los artículos que, a su juicio, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


Sobre el particular, vuestra Comisión estimó que el proyecto no contiene normas que revistan uno u otro carácter.

III.  PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


El Ministro de Agricultura, don Juan Agustín Figueroa Yávar, expresó, en el seno de la Comisión que el proceso de reforma agraria tenía como finalidad, contemplada en la ley, la de asignar propiedad individual a los campesinos que tuviesen la calidad de asignatarios, así éstos recibían un título especial individual de dominio respecto de las parcelas, título que inscribían en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces, incorporándose, de esta forma, al régimen de la propiedad inscrita de acuerdo con las reglas generales.


Dentro de los predios que fueron objeto de la Reforma Agraria, se estimó que determinados inmuebles debían ser mantenidos como bienes comunes, en el entendido que iban a servir para la mejor explotación por parte de los asignatarios, tales como, bodegas; espacios para lechería; canchas deportivas, y otros.  No se contempló ninguna forma de enajenación de estos espacios comunes.  El proceso de Reforma Agraria ha sufrido sustanciales modificaciones en el tiempo, agrupamiento de propiedades y, lo que fue muy frecuente, compraventas a terceros y también sucesiones por causa de muerte.  Los nuevos adquirentes pasaron a ser comuneros en estos bienes comunes; pero, como el sentido de explotación comunitaria había prácticamente desaparecido, los bienes quedaron abandonados, sin uso.  Hubo actos de descuido, como lo ocurrido con los embalses, por ejemplo.  Se pensó, entonces, en regularizar esta situación y se idearon dos procedimientos.


El primero de ellos consiste en que estos bienes comunes se liquiden comercialmente.  Que un grupo de comuneros provoque la enajenación y, en ese evento, hay un procedimiento no contencioso ante el Juez Civil, quien cita al resto de los comuneros a un comparendo para tomar los acuerdos y se levanta un acta.  El Juez de Letras se entiende facultado para realizar la venta o la enajenación del bien, y los dineros correspondientes se consignan a la orden de los comuneros.


Hay un segundo procedimiento que es mucho más simplificado, y es el de las enajenaciones a título gratuito, las que sólo podrán proponerse con fines de beneficio directo para la comunidad que habita en la localidad en que se encuentre el inmueble o para resolver problemas sociales, como por ejemplo, transferencias para la construcción de una escuela o de un villorio agrícola.  Ella deberá hacerse sólo a favor del fisco, municipalidades, iglesias, organizaciones comunitarias constituidas conforme a la ley, etc.


En cuanto al artículo 8° del proyecto en estudio, que faculta al Tesorero General de la República para otorgar facilidades para el pago de las cuotas anuales provenientes de los créditos fiscales de deudores de la ex CORA-ODENA, el señor Ministro manifiesta que, en realidad, este artículo se insertó en el presente proyecto de ley, debido a la premura de la materia y porque no hubo ambiente en el Ejecutivo, específicamente por parte del señor Ministro de Hacienda, para prorrogar el plazo que tenían estos deudores, ni para que en la prórroga que se pudiere convenir con el Tesorero, para que éste otorgare los beneficios de que trata este artículo.

IV.  ARTICULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


El señor Presidente de la Comisión, con la anuencia de todos los señores Diputados presentes, estimó que el artículo 9º de este proyecto de ley debe ser conocido por la Comisión de Hacienda de la Corporación.

V.  ARTÍCULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD EN LA COMISION.


No hay artículos en esta situación.

VI.  SINTESIS DE LAS OPINIONES DE LOS DIPUTADOS CUYO VOTO  HUBIERE SIDO DISIDENTE DEL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION GENERAL DEL PROYECTO.


No hubo opinión disidente en la votación general del proyecto.

VII. INDICACION DECLARADA INADMISIBLE POR EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CONISION.


El señor Presidente de la Comisión, declaró inadmisible una indicación del Diputado señor Letelier, la que, por acuerdo unánime de los señores Diputados presentes, se transcribe en este primer informe y que consiste en agregar al final del artículo 8° (9°), los siguientes incisos:


“Asimismo, facúltase al Tesorero General de la República para reducir las obligaciones fiscales a los titulares de una o más parcelas originadas en el proceso de la Reforma Agraria, que no sean asignatarios, que cedan por escritura pública a título gratuito, el dominio de los sitios a los asignatarios originales o a su cónyuge, cuando éste no existiere o a sus descendientes.


En caso de no existir deuda pendiente por conceptos de cuotas anuales provenientes de los créditos fiscales derivados de la cartera de deudores ex CORA-ODENA, facúltase al Tesorero General de la República para otorgar un crédito fiscal por un monto, a lo menos, equivalente al avalúo fiscal del sitio correspondiente a la parcela, a cuenta de futuras obligaciones fiscales a quien cediere el sitio de acuerdo al inciso anterior.”.

CONSTANCIA.


Se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que la Comisión, por unanimidad, determinó dar por superada la exigencia contenida en el inciso segundo del artículo N° 212 del Reglamento Interno de la Corporación.

DISCUSIÓN Y VOTACION DEL PROYECTO.

A.-  DISCUSIÓN EN GENERAL.


Durante la discusión general de esta iniciativa, se analizaron algunos aspectos de orden constitucional, que dicen relación con las normas que se proponen para que los tribunales intervengan en la enajenación de los bienes comunes comprendidos dentro de la asignación individual de predios provenientes de la Reforma Agraria.


Al respecto, el señor Ministro de Agricultura, explicó que estas normas fijan un procedimiento no contencioso y que, en materias no contenciosas, los jueces sólo pueden conocer aquello que la ley expresamente les encomienda, a diferencia de las materias contenciosas, las que deben ser todas de su conocimiento, salvo que la ley expresamente los limite.


La Ley Orgánica Constitucional sobre Organización y, Atribuciones de los Tribunales de Justicia, debe limitarse a aquellas normas que regulan la estructura básica del Poder Judicial, en cuánto ella no esté reglada por la Constitución Política.


El artículo 60 N° 3 de la Constitución Política, hace una enumeración de materias que son objeto de ley ordinaria y, entre ellas, menciona la codificación procesal.  Esto es de relevante importancia en este caso específico porque, precisamente, es la ley procesal y, concretamente, el Código de Procedimiento Civil el que enumera cuáles son las materias de competencia no contenciosas.  En consecuencia, agregar alguna disposición en el ambiente de lo no contencioso, no mira a asuntos básicos de la organización del Poder Judicial y, por lo tanto, la materia de que trata este proyecto de ley, no reviste el carácter de ley orgánica constitucional, sino, más bien, es propia de una ley ordinaria.


No obstante las argumentaciones expresadas por el señor Ministro de Agricultura, las que fueron plenamente compartidas por los señores Diputados presentes, vuestra Comisión fue de opinión de acoger, en la discusión particular de esta iniciativa algunas indicaciones para precisar su carácter de normas especiales de procedimiento.


Cerrado el debate y puesto en votación general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los señores Diputados presentes.

B.-  DISCUSION EN PARTICULAR.


A continuación, Vuestra Comisión de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo pasó a estudiar las indicaciones presentadas tendientes a mejorar y complementar esta iniciativa, en consideración a los antecedentes tenidos a la vista durante su discusión en general y a votar cada uno de sus artículos en la forma que le señala.

Artículo 1°.


Por acuerdo unánime de los Diputados presentes, se procedió a votar separadamente el artículo y cada uno de sus literales.


El Diputado señor Melero, don Patricio, propuso indicación para intercalar, en el inciso primero, entre las palabras "especiales" y "para", la frase “de procedimiento”.


Fue aprobada por unanimidad.

Letra a)


Por unanimidad, se aprobaron dos indicaciones presentadas por los Diputados señores Alamos don Hugo; Galilea don José; Letelier, don Juan Pablo, y Melero don Patricio:


- La primera, para sustituir su inciso primero, por el siguiente:


“a) A lo menos dos titulares de derechos sobre un bien común de los indicados precedentemente, o quien represente el 20% o más del total de los mismos, podrán recurrir al Juez de Letras que sea competente de acuerdo con las reglas generales, para solicitar se cite al resto de los comuneros a un comparendo para que se pronuncie sobre la enajenación del mismo.”

- La segunda, para agregar en su inciso final, reemplazando el punto y coma (;), por un punto seguido (.), la siguiente frase “Sin perjuicio de lo señalado, en el comparendo deberán tratarse todas las proposiciones presentadas hasta su inicio”.


Cerrado el debate y puesta en votación esta letra, se aprobó, por unanimidad.

Letra b)


Sin debate, fue aprobada por unanimidad.

Letra c)


Indicación de los Diputados señores Alamos, don Hugo; Galilea, don José; Letelier, don Juan Pablo, y Melero, don Patricio, para intercalar en su inciso primero, a continuación de la frase “mediante instrumentos públicos,” lo siguiente: “debidamente inscritos en el Conservador de Bienes Raíces,”


Por asentimiento unánime, se aprobó esta letra, conjuntamente con la indicación propuesta.

Letra d)


Sin debate, se aprobó por asentimiento unánime.

Letra e)


Sometida a votación, se aprobó, en los mismos términos propuestos en el mensaje del Ejecutivo, por unanimidad.

Letra f)

En forma unánime, se acogió una indicación de los Diputados señores Alamos, don Hugo; Álvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Galilea, don José; Letelier, don Juan Pablo, y Melero, don Patricio, para intercalar en la segunda oración de su inciso primero, entre las palabras "enajenación," y "deberá", la frase "el donante o donatario''


Asimismo, se acordó dar por aprobada esta letra, por la unanimidad de los Diputados presentes.


Sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad, con las enmiendas señaladas.

Artículo 2º.


Fue aprobado, por unanimidad, en los mismos términos propuestos.

Artículo 3º.


Se aprobó por unanimidad.

Artículo 4º.


Fue aprobado en forma unánime.

Artículo 5º.


En los mismos términos propuestos, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 6°.


Sin debate, se aprobó por unanimidad.

Artículo 7º nuevo.


La Comisión, por la unanimidad de los Diputados presentes, dio su aprobación a una indicación de los Diputados señores Alamos, don Hugo; Álvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Galilea, don José; Jara, don Octavio; Letelier, don Juan Pablo, y Melero don Patricio, para agregar un artículo 70 nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 7º.-  Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1°, aquellos terrenos de los bienes comunes originalmente destinados a canchas deportivas, excluidas las medias lunas, de acuerdo a los proyectos de parcelación, o aquellas canchas deportivas actualmente consolidadas, en caso de estar ubicadas en un lugar distinto al ¡proyecto en el plano del proyecto de parcelación, sólo podrán ser enajenadas para fines deportivos.''

Artículo 7º. (pasó a ser 8º.)


Fue aprobado por unanimidad.

Artículo 8º (pasó a ser 9º).


Se aprobó en forma unánime.

*******


En mérito a las consideraciones anteriormente señaladas y a las que, en su oportunidad, os dará a conocer el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Agricultura, Desarrollo Rural y Marítimo os recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1º.-  Sin perjuicio de las normas generales sobre liquidación de comunidades, establécense las siguientes normas especiales de procedimiento para la enajenación de los bienes comunes comprendidos dentro de la asignación individual de predios provenientes de la reforma agraria:


a) A lo menos dos titulares de derechos sobre un bien común de los indicados precedentemente, o quien represente el 20% o más, del total de los mismos, podrán recurrir al Juez de Letras que sea competente de acuerdo con las reglas generales, para solicitar se cite al resto de los comuneros a un comparendo para que se pronuncie sobre la enajenación del mismo.


En la solicitud deberá indicarse si la enajenación que se propone es a título oneroso o a título gratuito. Si fuere a título oneroso, deberá señalarse el nombre del oferente, precio, forma de pago y demás condiciones de la enajenación. Las enajenaciones a título gratuito, sólo podrán proponerse con fines de beneficio directo para la comunidad que habita en la localidad en que se encuentre el inmueble o para resolver problemas sociales existentes en ella.  Los donatarios sólo podrán ser el fisco, municipalidades, iglesias, organizaciones comunitarias constituidas conforme a la ley que las rige y entidades sin fines de lucro.

A la solicitud, deberá adjuntarse un certificado del Servicio Agrícola y Ganadero que acredite la existencia del bien común, la nómina de los asignatarios originales con derechos sobre dicho bien, con indicación del porcentaje de sus derechos; el número de la parcela con la que fueron asignados tales derechos e inscripción de dominio de la asignación a nombre del asignatario original, si existiere tal antecedente.

Si se presentaren dos o más proposiciones respecto de un mismo bien común, todas ellas deberán incluirse en la citación.  Sin perjuicio de lo señalado, en el comparendo deberán tratarse todas las proposiciones presentadas hasta su inicio.


b) El Juez citará a un comparendo innominadamente a los actuales propietarios de las parcelas que se indiquen en el certificado del Servicio Agrícola y Ganadero, poniendo como referencia el nombre del asignatario original, mediante una cédula que se dejará en la parcela correspondiente. En dicha notificación se indicará el objeto de la citación y se apercibirá que la no concurrencia hará presumir su conformidad con la enajenación en los términos propuestos.  El Juez podrá disponer, además, que la referida citación se practique por receptores del Instituto de Desarrollo Agropecuario.


Para enajenaciones a título oneroso, debe citarse por el Juez, en primera y segunda citación, transcurriendo entre estos actos procesales un plazo no inferior a 10 días hábiles.  En primera citación, se constituyen válidamente los comuneros que representen no menos del 50% de los derechos en los bienes comunes.  En segunda citación, se constituyen válidamente para enajenar con los comuneros que concurran;


c) En el comparendo, los comuneros que asistan y, que no sean asignatarios originales, deberán acreditar, mediante instrumentos públicos, debidamente inscritos en el Conservador de Bienes Raíces, sus derechos en la comunidad.  El quórum para acordar la enajenación será el del número de comuneros que representen, a lo menos, el 51% de los derechos en la comunidad.

Se presume de derecho la conformidad con la enajenación propuesta de los comuneros que, notificados en la forma establecida en esta ley, no asistan al comparendo, los que para el efecto del quórum, se darán por asistentes;


d) Acordada la enajenación, se levantará un acta, en la cual se dejará constancia del acuerdo adoptado y de las condiciones de la enajenación.  Esta acta será suscrita por el Juez y por los comuneros que concurran o por el comunero que elijan los concurrentes que representen la mayoría que acordó la enajenación.


El Juez suscribirá la escritura pública de enajenación en representación de la totalidad de los comuneros, individualizando a todos los que asistieron al comparendo y a los ausentes, por el nombre del asignatario original, entendiéndose que esta última individualización comprende también a los actuales propietarios que derivaron el dominio de éstos.  La individualización comprenderá, además, la indicación del número de la parcela con la que se asignó los derechos en el bien común.


En esta escritura se insertará la transcripción del acta del comparendo en que se hubiere acordado la enajenación;


e) Si la enajenación fuere a título oneroso, el Juez percibirá el precio a nombre de la comunidad y lo distribuirá entre los comuneros a prorrata de sus derechos.

Para el retiro de la respectiva cuota, el interesado que no hubiere concurrido al comparendo, deberá acreditar que su derecho corresponde o deriva del asignatario original.  Los comuneros tendrán el plazo de un año, contado desde la fecha de enajenación para retirar tales valores, transcurrido el cual prescribirá el derecho para solicitar el retiro, debiendo el Juez disponer el ingreso de los remanentes a arcas fiscales;


f) Si se hubiere acordado efectuar la enajenación a título gratuito con la oposición de algunos comuneros, el Juez dispondrá que el bien común sea tasado por un perito y, sobre la base de su informe, valorará los derechos de los comuneros que se opongan a la donación.  En tal caso y previo a la enajenación, el donante o donatario deberá depositar el valor de los derechos de los oponentes en la cuenta corriente del Tribunal dentro de los 60 días siguientes al acuerdo de enajenación, vencido el cual, si éste no se hubiere efectuado, quedará sin efecto el acuerdo de enajenación a título gratuito.  Para retirar sus respectivas cuotas, los oponentes deberán atenerse a lo dispuesto en el inciso segundo de la letra anterior.


Efectuada la consignación del valor total de los derechos de los oponentes, el Juez procederá a suscribir la correspondiente escritura de enajenación, en la forma indicada en el inciso segundo de la letra d) precedente.


Artículo 2º.-  El procedimiento establecido en esta ley es de carácter no contencioso y todas las cuestiones que se susciten no modificarán tal carácter, las que serán resueltas por el tribunal de plano, en única instancia.


Artículo 3º.-  Las enajenaciones a título gratuito de bienes comunes que se efectúen en conformidad con las disposiciones de esta ley, estarán exentas del trámite de insinuación y de los impuestos que graven tales actos.


Artículo 4º.-  Los incapaces que tengan interés sobre los bienes comunes actuarán por intermedio de sus respectivos representantes legales, los cuales podrán disponer la enajenación de los derechos de sus representados, en los términos acordados en el comparendo, sin que sea necesario obtener autorización judicial o de cumplir cualquier otro trámite habilitante.  En el caso que el incapaz no tuviere representante legal o éste no compareciese, su representación la asumirá, de pleno derecho, el Juez que conoce de la enajenación.


Artículo 5º.-  El Juez que conozca de la enajenación, en su carácter de representante de los comuneros, no estará obligado a rendir caución, a dar cuenta de su gestión, ni tendrá otra responsabilidad que aquella que se derive de la ejecución de actos dolosos.


Articulo 6º.-   Las disposiciones de la presente ley no se aplicarán a la enajenación de aquellos bienes comunes que constituyan caminos, tranques pozos, respecto de los cuales regirán las normas generales.


Se exceptúa de lo dispuesto en el inciso anterior, la donación de caminos al Fisco con el sólo objeto que éste los afecte al uso público, con el carácter de bien nacional de uso público; y los terrenos asignados como tranques, en los cuales la obra no se construyó o se encontrare en desuso por deterioro por un período de más de cinco años, circunstancias que serán acreditadas con un certificado del Servicio Agrícola y Ganadero.


ARTÍCULO 7º.-  Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1º, aquellos terrenos de los bienes comunes originalmente destinados a canchas deportivas, excluidas las medias lunas, de acuerdo a los proyectos de parcelación, o aquellas canchas deportivas actualmente consolidadas, en caso de estar ubicadas en un lugar distinto al proyectado en el plano del proyecto de parcelación, sólo podrán ser enajenadas para fines deportivos.


ARTÍCULO 8º.-  Los bienes inmuebles adquiridos en conformidad a esta ley se reputarán, en todo caso, con título saneado, el que no podrá ser impugnado por causal alguna.


ARTÍCULO 9º.-  Facúltase al Tesorero General de la República para otorgar facilidades hasta un año, en cuotas periódicas, para el pago de las cuotas anuales provenientes de los créditos fiscales derivados de la cartera de deudores ex CORA-ODENA, con sus respectivos recargos, siempre que aquellas se encuentren morosas y se hubiere notificado el correspondiente mandamiento de ejecución y embargo.


La celebración del correspondiente convenio de pago de estas deudas morosas, producirá la inmediata suspensión de los procedimientos de apremio respecto del deudor que lo haya suscrito.  Esta suspensión operará mientras el deudor se encuentre cumpliendo y mantenga vigente su convenio de pago.


En todo caso, el deudor acogido a estas facilidades de pago, no podrá invocar contra el Fisco el abandono de procedimiento respecto de la o las cuotas incluidas en los respectivos convenios ni su suscripción constituirá novación de la obligación original.


Las formalidades a que deberán someterse los mencionados convenios, serán establecidas mediante instrucciones internas dictadas por el Tesorero General de la República, quien podrá facultar a los Directores Regionales Tesoreros y a los Tesoreros Provinciales para celebrarlos en sus respectivas jurisdicciones.”.

***************


Se designó Diputado Informante al señor JUAN PABLO LETELIER MOREL.


SALA DE LA COMISIÓN, a 16 de junio de 1993.


Acordado en sesiones de fechas 2 y 16 de junio de 1993, con asistencia de los señores Diputados Recondo, don Carlos (Presidente); Alamos, don Hugo; Galilea, don José; Jara, don Sergio; Letelier, don Juan Pablo; Melero, don Patricio (Presidente Accidental); Munizaga, don Eugenio, y Rojos, don Julio.


Por la vía del reemplazo asistieron los Diputados señores Álvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Ortíz, don José Miguel, y Villouta, don Edmundo.

MIGUEL CASTILLO JEREZ,

Secretario de la Comisión.

